En la Ciudad de Mar del Plata, a los 19 días del mes de mayo del año dos mil nueve, reunida la Cámara de Apelación en lo Contencioso Administrativo con asiento en dicha ciudad, en Acuerdo Ordinario, para pronunciar sentencia en la causa A-628-NE0 “VAGNINI VIVIANO c. FISCO DE LA PROVINCIA DE BUENOS AIRES s. ACCION DE AMPARO”, con arreglo al sorteo de ley cuyo orden de votación resulta: señores Jueces doctores Sardo, Riccitelli y Mora, y considerando los siguientes:

ANTECEDENTES

I. A fs. 118/121 el titular del Juzgado de Garantías del Departamento Judicial Necochea dictó sentencia, desestimando por improcedente la acción de amparo interpuesta por el actor, Sr. Viviano Vagnini, sin costas. Ordenó, asimismo, mantener la medida cautelar de no innovar dictada a fs. 42/43, mediante la cual había dispuesto que la accionada se abstuviera de iniciar cualquier tipo de acción al aquí actor con motivo de la “Liquidación Express” N° 070912704.

II. Notificada la parte actora el 5-05-2008 del referido pronunciamiento (cfr. cédula de fs. 123), interpuso en su contra –el 7-05-2008- recurso de apelación fundado (v. fs. 124/127).

III. Notificada la demandada en la misma fecha (5-05-2008, cfr. cédula de fs. 122), interpuso y fundó su recurso de apelación el 8-05-2008 a las 8:30 hs. (v. fs. 129/132).

IV. A fs. 133 el a quo concedió ambos recursos y dispuso la elevación de la causa a esta Alzada.

V. Recibidas las actuaciones en este Tribunal (cfr. fs. 133 vta.) y puestos los autos al Acuerdo para Sentencia (cfr. fs. 134) corresponde plantear las siguientes:

CUESTIONES

1. ¿Es fundado el recurso de apelación interpuesto por la actora a fs. 124/127?

2. ¿Es fundado el recurso de apelación deducido por la demandada a fs. 129/132?

A la primera cuestión planteada, la señora Juez doctora Sardo dijo:

I.1. En lo que aquí interesa, el titular del Juzgado de Garantías del Departamento Judicial Necochea desestimó por improcedente –sin costas- la acción de amparo interpuesta por el Sr. Viviano Vagnini, mediante la cual pretendía obtener “… la declaración de inaplicabilidad y/o suspensión y/o cese de efectos (por su inconstitucionalidad) de la llamada Liquidación Express N° 070912704, regulada en los arts. 39 bis y 50 del Código Fiscal –texto según ley 13.405- y reglamentado por los arts. 4, 6 y 7 de la Disposición Normativa Serie B N° 12/06, y de cualquier otra norma que autoriza al Director de la Agencia de Recaudación de Buenos Aires (A.R.B.A.) a trabar medidas cautelares de cualquier índole sin la previa orden judicial, y de toda otra norma, decreto o resolución dictada en su consecuencia…” (v. fs. 4 vta.).

Para así decidir, entendió que -en el caso- no se encontraba presente la arbitrariedad o ilegalidad manifiesta en el accionar del órgano público demandado, toda vez que la Liquidación Express Nº 070912704, objeto de esta acción, resulta contemplada y regulada por las normas del Código Fiscal de la Provincia de Buenos Aires en sus arts. 39 bis y 50 –texto según ley 13.405- y reglamentada por los arts. 4, 6 y 7 de la Disposición Normativa Serie B Nº 12/06.

Agregó que si bien le asiste razón al accionante en lo que respecta a este cuestionable mecanismo de determinación tributaria que no prevé la intervención previa del interesado o contribuyente, privándolo de su derecho a ser oído y de ofrecer prueba en su descargo -encontrándose por ello seriamente vulnerada la garantía de la defensa en juicio-, estando siempre abierta la posibilidad de acudir a un órgano jurisdiccional para controlar o revisar las decisiones del órgano administrativo, debe admitirse la validez constitucional de este accionar de la Administración Pública.

Señaló que invocando esta vulneración es que el accionante interpuso la presente acción, con el objeto de lograr la declaración de inaplicabilidad y/o suspensión y/o cese de los efectos de la Liquidación Express Nº 070912704, alegando no haber realizado actividad habitual a título oneroso en la ciudad de Necochea, no generando -en consecuencia- ni obligaciones ni deudas en relación al Impuesto sobre los Ingresos Brutos.

Puntualizó el a quo que, sin perjuicio de las razones que pudiera invocar el amparista, encontrándose regulado este procedimiento por la normativa citada, y previendo ella los medios de impugnación correspondientes (arts. 104 y ss. del Código Fiscal provincial), no se advierte una conducta manifiestamente arbitraria o ilegítima que habilite la acción intentada, ponderando –además- que el reclamo del actor debe ser motivo de un debate y prueba más amplio, el cual excede el marco de esta vía expedita y extraordinaria.

Adunó que también resulta aplicable para sostener la improcedencia aludida, lo establecido por el art. 2 de la ley de amparo provincial, toda vez que el uso de este remedio se encuentra condicionado a la inexistencia de otros procedimientos ordinarios administrativos y/o judiciales por los cuales se permita obtener el mismo efecto, resaltando que el mismo Código Fiscal prevé, en sus arts. 104 y sigtes., la posibilidad de interponer un recurso de reconsideración y/o de apelación ante la Autoridad Fiscal o ante el Tribunal  Fiscal, sin perjuicio de la demanda judicial por ante el organismo correspondiente, considerando –por tanto- que dichas herramientas resultan “prima facie” adecuadas para la salvaguarda de los derechos del actor y del debido proceso en sede administrativa y/o judicial.

Citó jurisprudencia referida al carácter subsidiario y no optativo de la vía del amparo, y a la carga que pesa sobre el amparista de demostrar en debida forma la inexistencia de otras vías legales idóneas para la protección del derecho lesionado o su inconveniencia, enfatizando que el accionante no ha hecho mención en ningún momento a la acreditación de este requisito indispensable conforme el art. 2 de la ley 7166. Agregó que tampoco puso de manifiesto la circunstancia de encontrarse en condiciones de interponer un recurso de reconsideración ante el ente administrativo, lo que –señaló- con posterioridad hizo en los términos del art. 104 y ss. del Código Fiscal (cfr. fs. 63/69), lo que indica la existencia de otra vía idónea para el logro del fin perseguido.

Por lo expuesto, concluyó que en el caso no se configura un proceder manifiestamente ilegal o arbitrario por parte del organismo demandado pues, existiendo otros procedimientos administrativos y/o judiciales ordinarios por los cuales se permita obtener el mismo efecto, éstos resultan los medios propicios para dilucidar el conflicto planteado.

2. El amparista apela la sentencia dictada, solicitando se la revoque en cuanto resulta materia de agravio y se haga lugar íntegramente a la demanda incoada, con costas a la accionada.

Sostiene que -contrariamente a lo expresado por el a quo- la ilegalidad en el accionar del órgano público demandado resulta manifiesta en razón de que –según lo afirma- el procedimiento de Liquidación Express contemplado en los arts. 39 bis y 50 del Código Fiscal de la Provincia de Buenos Aires es palmariamente inconstitucional, y no empece a esta circunstancia el hecho de que ese procedimiento haya sido incorporado al Código Fiscal y posteriormente reglamentado por la Disposición Normativa Serie B Nº 12/06.

Señala que yerra el juez de grado al entender que el contribuyente tiene siempre abierta la posibilidad de acudir a un órgano judicial para controlar o revisar las decisiones del órgano administrativo, pues sostiene que en los supuestos de los arts. 39 bis y 50 el Código Fiscal no provee al contribuyente de los medios de impugnación correspondientes, por lo que –afirma- no hay vía administrativa.

Puntualiza que el art. 104 del Código Fiscal está relacionado con el art. 62 de ese mismo cuerpo normativo, pero no con el art. 50 de dicho código el cual no tiene remisión expresa ni tácita al mentado art. 104. Refuerza su posición indicando que el art. 50 del Código Fiscal efectiviza su apercibimiento de apremio en el plazo de cinco (5) días, en tanto el art. 104 establece un plazo de quince (15) días para recurrir. Concluye entonces que el art. 50 del Código Fiscal no prevé la posibilidad de interposición del Recurso de Reconsideración del art. 104 del mismo código.

Entiende que no puede reprochársele que, a pesar de la inexistencia de vía administrativa, haya intentado un recurso de reconsideración o presentación en sede administrativa para que A.R.B.A. revise su error, pues ello refleja un esfuerzo denodado del contribuyente para demostrar a la Administración su yerro y detener el improcedente ejercicio de una inconstitucional persecución tributaria.

En cuanto al recurso de apelación previsto en el inciso B del art. 104 del Código Fiscal, señala que no sólo no ha sido contemplado por el referido art. 50, sino que además surge de la jurisprudencia del Tribunal Fiscal –la que no identifica en su memorial- que no resulta un remedio procedente para cuestionar liquidaciones, lo que –afirma- es el caso de la “liquidación express” prevista en el art. 50 del Código Fiscal.

Resalta la inexistencia de vía administrativa para defenderse y por ello considera que la inconstitucional actuación de la demandada resulta manifiestamente arbitraria e ilegítima y torna procedente la vía del amparo.

Además, sostiene que el procedimiento para determinar la deuda reclamada por el Fisco provincial que surge de los arts. 39 y 50 del Código Fiscal –texto según ley 13.405- y reglamentado por los arts. 4, 6 y 7 de la Disposición Normativa Serie B Nº 12/06, no contempla la intervención previa del interesado contribuyente, privándolo del derecho a ser oído, de ofrecer y producir prueba [en su caso, señala, sobre hechos negativos como resulta acreditar la no realización de una inexistente actividad gravada, quebrantando incluso de ese modo las pautas del ejercicio del derecho de defensa en el procedimiento de determinación de oficio] y de desvirtuar las imputaciones que el Fisco le ha efectuado, circunstancia que, por sí sola, obliga a reconocer que el procedimiento en crisis [de “liquidación express”] vulnera la garantía constitucional de defensa en juicio.

Por ello, sostiene que dicho procedimiento le ha creado un estado de indefensión de tal envergadura que sólo le quedaría la posibilidad de pagar y más tarde discutir si eventualmente pudo o no tener razón, omitiendo el efectivo ejercicio del derecho de defensa en sede administrativa y sometiendo al contribuyente a una situación de perjuicio irreparable sin posibilidad de saneamiento ulterior, configurándose de tal modo el agravio al que alude el art. 22 inc. 1° ap. “b” del C.P.C.A.

Alude a la procedencia de la vía del amparo en los términos del art. 1 de la ley 7166 y cita jurisprudencia que estima atingente en la especie.

Por otra parte, se agravia por cuanto el a quo no ha hecho lugar íntegramente a su demanda declarando la inaplicabilidad y/o suspensión y/o cese de efectos –por su inconstitucionalidad- de la llamada “Liquidación Express” N° 070912704.

En tal sentido, explica que -como ya lo desarrollara en el escrito liminar- el Sr. Viviano Vagnini vendió con fecha 27-05-1992 el inmueble ubicado en calle 4 Nº 4356 de Necochea a la Sra. Sassou de Grossi, y de ese modo, no tuvo nunca más actividad imponible de nignún tipo en esa ciudad, a lo que agregó que en el año 1994 dejó constancia en sus declaraciones juradas ante D.G.I. que ese inmueble ya no le pertenecía.

Aduna que, sumado a lo expuesto, la Liquidación Express que le cursó A.R.B.A. teniendo en consideración el número de CUIT 20-15240980-0 resulta improcedente, pues éste había sido dado de baja por el Sr. Vagnini en el año 2005, y como consecuencia de ello, carece de actividad imponible. Explica que aquella baja obedeció al cambio de su Cédula de Identificación de la Policía Federal (CIPF 9.286.326) por su Documento Nacional de Identidad de Extranjero (DNI 94.011.980), momento a partir del cual comenzó a utilizar su actual número de CUIT que es 20-94.011.980-5.

Finaliza su relato diciendo que cualquiera sea la vía interpretativa utilizada, todas conducen a una sola conclusión, cual es que debió hacerse lugar íntegramente a la demanda del actor y condenar a la contraria por su inconstitucional accionar.

II. Considero que el recurso no puede tener acogida.

1. Liminarmente, cabe destacar que el art. 20 inc. 2° de la Constitución Provincial establece, en lo que aquí interesa, que el amparo procederá cuando por cualquier acto, hecho, decisión u omisión, proveniente de autoridad pública o de persona privada, se lesione o amenace, en forma actual o inminente con arbitrariedad o ilegalidad manifiesta, el ejercicio de los derechos constitucionales individuales o colectivos y que podrá entablarse siempre que no pudieren utilizarse, por la naturaleza del caso, los remedios ordinarios sin daño grave o irreparable.

A su vez, la ley 7.166 dispone que la acción de amparo sólo procederá cuando no existan otros procedimientos ordinarios por los que pueda obtenerse el mismo efecto [art. 2°]. Por su parte, el art. 43 de la Constitución Nacional preceptúa, en lo pertinente, que toda persona podrá interponer acción expedita y rápida de amparo siempre que no exista otro medio judicial más idóneo.

2. A la luz del marco jurídico reseñado, se advierte que, en el sub examine, la parte actora ha omitido demostrar que la acción de amparo constituye el único medio para la salvaguarda de los derechos constitucionales que denuncia conculcados, resultando carga ineludible de quien acciona por esta vía precisar y probar que, para el particular planteo incoado, los demás carriles procesales diseñados por el legislador local no constituyen remedios idóneos y eficaces para la protección del derecho que se invoca [cfr. doct. esta Cámara en causas A-416-MP0 “Ledesma”, sent. del 17-IV-2008; A-341-MP0 “Balcarce”, sent. del 22-V-2008; A-302-MP0 “Consorcio Edificio Boulevard Marítimo Patricio Peralta Ramos”, sent. del 15-VII-2008, entre muchas otras], puesto que la acción de amparo no puede ser concebida como una vía apta para la solución de todos los problemas, subsumiendo las vías procesales en sólo una, cuando tanto la Constitución como las leyes marcan la existencia de distintos derroteros [argto. doct. esta Cámara en causa A-697-MP0 “Molina”, sent. del 19-VIII-2008].

El accionante no ha brindado ni en el escrito liminar ni en su pieza recursiva argumentos de entidad respecto de la razón por la cual la acción contencioso administrativa, en tanto ámbito jurisdiccional ordinario y propicio para canalizar las pretensiones instrumentales y sustanciales vinculadas con el dictado de un acto administrativo [en la especie, la liquidación determinativa del Impuesto sobre los Ingresos Brutos N° 070912704 que adopta la forma de Resolución según se constata a fs. 19/20], no resulta ser una vía idónea y conducente para la obtención del resultado que hoy se persigue a través de la acción de amparo, o que la utilización de alguno de los senderos adjetivos previstos en la ley 12.008 y sus modificatorias, pudiera irrogarle algún perjuicio grave o irreparable [cfr. art. 20, ap. 2, 2º párrafo, Const. prov.; argto. doct. S.C.B.A. causa B. 66.035 “Soria”, sent. del 19-VII-2006], máxime cuando se aprecia que mediante el presente amparo se pretende obtener “… la declaración de inaplicabilidad y/o suspensión y/o cese de efectos (por su inconstitucionalidad) de la llamada Liquidación Express…” antes identificada.

Además, cabe recordar que el ordenamiento procesal contencioso administrativo prevé una medida cautelar, específica de ese proceso, cual es la suspensión de la ejecución de un acto administrativo [cfr. art. 25 del C.P.C.A.], susceptible de ser articulada en cualquier momento –incluso antes de promover la demanda- [cfr. art. 23 incs. 1° y 2° ap. ”a” del C.P.C.A.] y que constituye, siempre que se verifiquen los requisitos necesarios para su procedencia [arts. 22 y 25 inc. 1° del C.P.C.A.], un remedio tutelar eficaz y expedito para salvaguardar los derechos invocados por el sujeto pretensor [cfr. doct. esta Cámara causa A-1105-MP0 “García”, sent. del 11-XII-2008].

Por otra parte, estimo que sin perjuicio de haber efectuado el correspondiente descargo –en respuesta a la intimación que le fuera cursada en los términos del art. 50 del Código Fiscal-, tal presentación no impedía que el contribuyente hiciera uso de los recursos administrativos previstos en el Código Fiscal para impugnar la que denonima “Liquidación Express”.

Desde que el ente recaudador emite la determinación de deuda prevista en el mentado art. 50 del Código Fiscal bajo la forma de una Resolución motivada suscripta por el máximo responsable del organismo tributario (como bien da cuenta la documental de fs. 19/20), tanto el recurso de reconsideración como el de Apelación ante el Tribunal Fiscal reglados en los arts. 104, 107, 109 y ccdtes. de aquella codificación, resultan plenamente aplicables, con la suspensión de la obligación de pago que su interposición conlleva (cfr. art. 106 del Código Fiscal) y sin necesidad de esperar una respuesta al descargo efectuado para articular aquellos recursos dentro de los plazos reglados a su respecto.

Mal podría sostenerse lo contrario cuando el ejercicio de las prerrogativas conferidas al ente recaudador por los arts. 39 bis y 50 del Código Fiscal indefectiblemente requiere para su intrumentación –en tanto puede incidir sobre derechos subjetivos del contribuyente (v.gr. su derecho de propiedad)-, de la emisión de un acto administrativo motivado, que contenga una relación de hechos y fundamentos de derecho (entre otras cuestiones cuál o cuáles de las presunciones del art. 39 bis del C.F. o cuál de los supuestos del art. 50 del C.F. han sido utilizados en el caso, junto con la precisa individualización de los elementos de juicio ponderados para llegar a la determinación tributaria reclamada) y que reúna la forma de resolución o de disposición -por emanar de un organismo descentralizado- (la actual A.R.B.A.) [arts. 107 y 108 Decreto ley 7647/70, aplicables supletoriamente en la materia por conducto del art. 4 del Código Fiscal]. Es precisamente la emisión de dicho acto administrativo la que habilita al contribuyente intimado a incoar los remedios impugnatorios administrativos contemplados en el Código Fiscal o –según sea su opción- la demanda contencioso administrativa del C.P.C.A., mediando acto definitivo emanado de la autoridad con competencia resolutoria final (arts. 12, 14 y ccdtes. de mentado ordenamiento ritual, ley 12.008 y modif.).

Advierto que el amparista siguió el camino de la impugnación administrativa conforme surge del recurso de reconsideración adjuntado por la demandada en el expediente administrativo Nº 2360-0021084-2008, (v. fs. 63/69). Aunque de las constancias de autos no surge la suerte final corrida por el remedio intentado, cabría inferir que –en tanto recurso formalmente admisible- tal impugnación administrativa conllevó –en principio- la suspensión prevista en el art. 106 del Código Fiscal.

Lo constatado refuerza la idea en torno a la inidoneidad de la vía del amparo para canalizar la pretensión aquí ventilada. Y bajo tales argumentos, la decisión del juez de grado no merece reproche.

3. En virtud de lo hasta aquí expuesto, he de proponer al Acuerdo desestimar el recurso de apelación interpuesto por el accionante y confirmar la decisión del a quo que rechaza la presente acción de amparo, imponiendo las costas de esta alzada en el orden causado por no mediar contradicción (arts. 25 ley 7166, 68 y 274 del C.P.C.C.).

Voto a la primera cuestión por la negativa.

Los señores Jueces doctores Riccitelli y Mora, por idénticos fundamentos a los brindados por la señora Juez doctora Sardo, votan a la primera cuestión planteada por la negativa.

A la segunda cuestión planteada la señora juez doctora Sardo dijo:

I.1. El a quo rechazó la acción de amparo interpuesta por el actor Sr. Vagnini, sin perjuicio de lo cual mantuvo la medida cautelar de no innovar dictada con fecha 10-III-2008 (fs. 42/43), mediante la cual había dispuesto que la accionada se abstuviera de iniciar cualquier tipo de acción al aquí actor con motivo de la “Liquidación Express” N° 070912704.

En los considerandos de su pronunciamiento explicó que si bien -en principio- pareciera procedente la revocación de aquella medida -habida cuenta del rechazo del amparo intentado-, no se puede obviar que tanto doctrinaria como jurisprudencialmente resulta procedente el dictado de una medida cautelar autónoma tendiente a proteger el derecho que se cree vulnerado, mientras que en sede administrativa se dilucidan los recursos o remedios que se hubieren interpuesto contra el accionar atacado.

Señaló que es allí donde entra en escena la llamada medida cautelar autónoma, que consiste en pedirle al juez que ordene la suspensión de los efectos del acto administrativo recurrido hasta que la Administración resuelva el recurso administrativo que agota la vía en un sentido u otro.

2. La demandada recurrente cuestiona la decisión dictada, sosteniendo que resulta evidente que el actor ha solicitado la medida cautelar de no innovar dentro del referenciado proceso de amparo y hasta que sea resuelta la cuestión de fondo, y que no se observa ningún tipo de planteo o solicitud de medida cautelar autónoma.

Aclara que, por ello, la sentencia dictada viola el principio de congruencia normado por los arts. 34 inc. 4º y 163 inc. 6º del C.P.C.C. Cita jurisprudencia en apoyo de su postura.

Por otra parte, se queja de que el sentenciante haya decretado dicha medida hasta tanto la Administración se expida respecto del objeto de la cuestión traída al proceso, pues, según sostiene, no existen trámites administrativos pendientes de sustanciación ya que los descargos formulados por el actor fueron rechazados, motivo por el cual el contribuyente debe dirigirse por la vía judicial ordinaria.

II. Entiendo que el recurso debe prosperar.

Sabido es que las medidas cautelares reflejan una actividad de tipo preventiva dentro del proceso que, enmarcada en una objetiva posibilidad de frustración, riesgo o estado de peligro, según un razonable orden de probabilidades acerca de la existencia del derecho que invoca el peticionante, y exigiendo el otorgamiento de garantías suficientes para el caso de que la petición no reciba finalmente auspicio, anticipa los efectos de la decisión de fondo ordenando la conservación o mantenimiento del estado de cosas existentes o, a veces, su innovación según sea la naturaleza de los hechos sometidos a juzgamiento (cfr. esta Cámara causas A-307-MP0 “Lanfrit”, sent. de 17-4-2008; A-255-MP0 “Dubois”, sent. de 20-5-2008; A-759-BB0 “Alvarado”, sent. de 28-VIII-2008; A-983-MP0 “Barbini”, sent. de 18-XI-2008; A-1004-MP0 “Garciarena”, sent. de 25-XI-2008; A-256-BB0 “Medina”, sent. de 19-II-2009, entre otras).

Superado el estado de probabilidad propio del trámite del proceso, al recaer sentencia sobre el fondo del asunto debatido, existe en el caso certeza negativa respecto de la pretensión plasmada en el escrito liminar.

Por ello, tal como sostiene el recurrente, resulta incongruente la decisión de mantener el remedio cautelar oportunamente decretado, y además, desajustada a derecho la fundamentación esgrimida a tal fin.

Ello porque –como ya explicitara al principio- la medida cautelar accede a un proceso principal, lo que descarta –por una parte- la existencia de un remedio autónomo, y desvirtúa –por otra- el fundamento utilizado por el sentenciante para el mantenimiento de su decisión en tal sentido.

Al respecto tiene dicho nuestro Superior Tribunal provincial que “… las medidas cautelares constituyen una herramienta accesoria de otro procedimiento y como tal su existencia depende de la suerte del juicio principal” (argto. doct. S.C.B.A. Ac. 96.627 “Quiroga”, res. de 8-II-2006).

En síntesis, siendo que la medida cautelar tiene directa relación con el derecho invocado, la inexistencia de éste lleva inexorablemente al levantamiento de la que fuera decretada en el decurso del proceso.

Voto a la segunda cuestión por la afirmativa.
Los señores Jueces doctores Riccitelli y Mora, por idénticos fundamentos a los brindados por la señora Juez doctora Sardo, votan a la segunda cuestión planteada por la afirmativa.

De conformidad a los votos precedentes, la Cámara de Apelación en lo Contencioso Administrativo con asiento en Mar del Plata, dicta la siguiente:

SENTENCIA 

1. Rechazar el recurso de apelación interpuesto por el actor y, en consecuencia, confirmar la sentencia dictada en cuanto rechaza la acción de amparo interpuesta (arts. 20 inc. 2° Const. provincial; 2 y ccds. ley 7166). Costas de alzada en el orden causado por no mediar contradicción (arts. 25 ley 7166 y 68 del C.P.C.C.).

2. Hacer lugar al recurso de apelación interpuesto por la demandada y, en consecuencia, revocar parcialmente la sentencia impugnada dejando sin efecto la medida cautelar decretada a fs. 42/43. Costas de alzada en el orden causado por no mediar contradicción (arts. 25 ley 7166; 68 y 274 del C.P.C.C.).

3. Difiérese la regulación de honorarios para su oportunidad (art. 31 del Dec. ley 8.904).

Regístrese, notifíquese y devuélvanse las actuaciones al juzgado de origen por Secretaría. Fdo: Dres. Adriana M. Sardo – Elio Horacio Riccitelli – Roberto Daniel Mora- María Gabriela Ruffa, Secretaria
